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REFERENCIA: CARRERA ADMINISTRATIVA Lista de elegibles - RAD. 20202060225872 del 2 de junio de 2020.

 

En atención a la comunicación de la referencia, mediante la cual pone de presente que la ESE ha sido sancionada por fallos de tutela, en razón a
las listas de elegibles producto de la Convocatoria 426 de 2016 y en tal sentido, están dando cumplimiento a dichos fallos en los que ordenan
hacer  uso  de  las  listas  en  los  cargos  que  se  encuentran  provistos  por  empleados  en  provisionalidad,  procediendo  a  terminar  dichos
nombramientos, y conforme a ello se consulta:

 

1) cómo se aplica o cuál es el alcance del orden de protección establecido en el artículo 2.2.5.3.2 del Decreto 1083 de 2015, modificado por el
artículo 1ro del Decreto 498 del 30 de marzo de 2020, cuando en el caso concreto deben ponderarse situaciones de protección especial, por vía
de ejemplo al resolver quien debe salir por terminación del nombramiento provisional ante la obligatoria designación de quien está en lista de
elegibles, entre un padre o madre cabeza de hogar con un prepensionable, de qué manera se resuelve esa situación?

 

2) en el parágrafo 3ro del artículo 2.2.5.3.2 del Decreto 1083 de 2015, modificado por el artículo 1ro del Decreto 498 del 30 de marzo de 2020,
establece que en los casos de protección especial  que no existen vacantes o cargos para reubicar a quienes venían desempeñando en
provisionalidad y deben terminarse su nombramiento por el uso de la lista de elegibles ordenado por el fallo de tutela y que reúne los requisitos
para gozar de protección especial; cuál es el procedimiento que debe seguirse para determinar la existencia de un cargo similar en la misma
entidad o en otra entidad del sector, interrogando adicionalmente qué debe entenderse por entidades que integran el sector administrativo.

 

Al respecto, me permito manifestar lo siguiente:

 

Inicialmente es importante destacar que este Departamento en ejercicio de sus funciones contenidas en el Decreto 430 de 20161, realiza la
interpretación general de las disposiciones legales sobre el empleo público y administración de personal; sin embargo, no le corresponde la
valoración de los casos particulares, tampoco funge como entre de control ni es el competente para decidir sobre la legalidad de las actuaciones
de las entidades del estado o de los servidores públicos, competencia atribuida a los jueces de la república.
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Ahora bien, en cuanto al reconocimiento de derechos ordenados por sentencia judicial emanada de la jurisdicción contenciosa administrativa la
cual se encuentra debidamente ejecutoriada, me permito indicar que la Ley 1437 de 20112, establece el procedimiento para hacer efectivos los
fallos judiciales, así:

 
“ARTÍCULO 189. Efectos de la sentencia. (…)
 
Las sentencias ejecutoriadas serán obligatorias y quedan sometidas a la formalidad del registro de acuerdo con la ley. (…)” (Subrayado y negrilla
fuera de texto)
 

De otra parte, el Código General del Proceso, señala:

 

“ARTÍCULO 302. Ejecutoria. Las providencias proferidas en audiencia adquieren ejecutoria una vez notificadas, cuando no sean impugnadas o no
admitan recursos.

 

(…)

 

Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han
vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los
interpuestos. (Negrilla y subraya fuera del texto)”

 

Por su parte, el Decreto 2591 de 19913, señala:

 

“ARTÍCULO 27. Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin demora.

 

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga
cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenará abrir proceso contra
el superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo.
El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia.

 

Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal del funcionario en su caso.

En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá la competencia hasta que esté completamente
restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza. (Subrayado fuera de texto)

 

A su vez, mediante Concepto 1863 de 20074 de la Sala de Consulta del Consejo de Estado, sobre la obligatoriedad de cumplir las sentencias
judiciales, se dispuso:

 

“El concepto de sentencia, junto con los de jurisdicción y acción, constituyen los pilares básicos de la administración de justicia encargada por la
Constitución Política y la ley de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en ellas.
 
En este orden de ideas, la función jurisdiccional autónoma e independiente que ejercen las corporaciones y las personas dotadas de investidura
legal  para  impartir  justicia,  se  concreta  en  las  sentencias  que  ponen  fin  a  las  controversias  sometidas  a  su  conocimiento,  las  cuales  hacen
tránsito a cosa juzgada y deben ser observadas, respetadas y acatadas por los particulares y la administración, en forma voluntaria o coercitiva,
a través de los mecanismos legales previstos para lograr la efectividad de los derechos en ellas reconocidos.
 
En concordancia con la teoría general, el artículo 174 del Código Contencioso Administrativo prevé que "las sentencias ejecutoriadas serán
obligatorias para los particulares y para la administración" y no están sujetas a "recursos distintos" a los establecidos en dicho estatuto, de
manera que una vez cobren ejecutoria se producen sus efectos.” (destacado fuera del texto)
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De acuerdo con las anteriores disposiciones, es claro que las sentencias judiciales debidamente ejecutoriadas son de obligatorio cumplimiento y
el responsable de dar cumplimiento a la respectiva providencia judicial debe atender los estrictos términos en los que fue dictada; de tal manera
que corresponde a las partes de un proceso realizar todas las acciones necesarias para dar cumplimiento a las providencias que se emitan por
los distintos despachos judiciales dentro de los términos legalmente establecidos y con sujeción estricta a las condiciones señaladas en los
respectivos fallos judiciales.

 

Por otro lado, con respecto a las disposiciones del Decreto 498 del 30 de marzo de 2020, “Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de
2015, Único Reglamentario del Sector de Función Pública”, señaló:

 

"ARTÍCULO 2.2.5.3.2. Orden para la provisión definitiva de los empleos de carrera. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará
teniendo en cuenta el siguiente orden:

 

1. Con la persona que al momento de su retiro ostentaba derechos de carrera y cuyo reintegro haya sido ordenado por autoridad judicial.

 

2. Por traslado del empleado con derechos de carrera que demuestre su condición de desplazado por razones de violencia en los términos de la
Ley 387 de 1997, una vez impartida la orden por la Comisión Nacional del Servicio Civil.

 

3. Con la persona de carrera administrativa a la cual se le haya suprimido el cargo y que hubiere optado por el derecho preferencial a ser
reincorporado a empleos iguales o equivalentes, conforme con las reglas establecidas en el presente decreto y de acuerdo con lo ordenado por
la Comisión Nacional del Servicio Civil.

 

4. Con la persona que al momento en que deba producirse el nombramiento ocupe el primer puesto en lista de elegibles para el empleo ofertado
que fue objeto de convocatoria para la respectiva entidad. (Subrayas fuera del texto)

 

Si  agotadas  las  anteriores  opciones  no  fuere  posible  la  provisión  del  empleo  deberá  adelantarse  proceso  de  selección  específico  para  la
respectiva entidad.

 

(...)

 

PARÁGRAFO 2°. Cuando la lista de elegibles elaborada como resultado de un proceso de selección esté conformada por un número menor de
aspirantes al de empleos ofertados a proveer, la administración, antes de efectuar los respectivos nombramientos en período de prueba y retirar
del servicio a los provisionales, deberá tener en cuenta el siguiente orden de protección generado por:

 

1. Enfermedad catastrófica o algún tipo de discapacidad.

 

2. Acreditar la condición de padre o madre cabeza de familia en los términos señalados en las normas vigentes y la jurisprudencia sobre la
materia.

 

3. Ostentar la condición de prepensionados en los términos señalados en las normas vigentes y la jurisprudencia sobre la materia.

 

4. Tener la condición de empleado amparado con fuero sindical.

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=111318#498
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PARÁGRAFO 3. Cuando la lista de elegibles esté conformada por un número igualo superior al número de empleos a proveer, la administración
deberá adelantar  acciones afirmativas  para que en lo  posible  los  servidores  que se encuentren en las  condiciones señaladas en el  parágrafo
anterior sean reubicados en otros empleos carrera o temporales que se encuentren vacantes, y para los cuales cumplan requisitos, en la
respectiva entidad o en entidades que integran el sector administrativo.

 

(…) "

 

“ARTÍCULO 7°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición, y modifica y adiciona en lo pertinente el Decreto 1083 de
2015, Único Reglamentario del Sector Función Pública. (Destacado fuera del texto)

 

De acuerdo a lo anterior, la provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo en cuenta el orden establecido en el artículo
2.2.5.3.2 del Decreto 1083 de 2015, modificado por el Decreto 498 de 2020, y en virtud del artículo 7°, serán de aplicación hacia el futuro, es
decir a partir de la fecha de su expedición, esto es a partir del 30 de marzo de 2020.

 

Ahora bien, se hace necesario indicar que, la Corte Constitucional en numerosos pronunciamientos, ha reconocido que dentro de las personas
que ocupan en provisionalidad cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos de especial protección constitucional, como las madres y padres
cabeza de familia,  quienes están próximos a pensionarse y las personas en situación de discapacidad,  a los que,  si  bien por esa sola
circunstancia no se les otorga un derecho indefinido a permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en virtud del derecho ostentado por las
personas que acceden por concurso de méritos, sí surge una obligación jurídico constitucional (art. 13) de propiciarse un trato preferencial como
medida de acción afirmativa.5

 

En efecto, la Corte Constitucional ha reconocido que cuando un empleado ocupa en provisionalidad un cargo de carrera y es, además, sujeto de
especial protección constitucional, “concurre una relación de dependencia intrínseca entre la permanencia en el empleo público y la garantía de
sus derechos fundamentales, particularmente el mínimo vital y la igualdad de oportunidades. De allí que se sostenga por la jurisprudencia que la
eficacia de esos derechos depende del reconocimiento de estabilidad laboral en aquellos casos, a través de un ejercicio de ponderación entre
tales derechos y los principios que informan la carrera administrativa”6.

 

Si bien los empleados provisionales que se encuentran en situaciones especiales no tienen un derecho a permanecer de manera indefinida en el
cargo, pues este debe proveerse por medio de un concurso de méritos, sí debe otorgárseles un trato preferencial como acción afirmativa7, antes
de efectuar el nombramiento de quienes ocuparon los primeros puestos en la lista de elegibles del respectivo concurso de méritos, con el fin de
garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales.

 

Lo anterior en virtud de los mandatos contenidos en los incisos 2º y 3º del artículo 13 de la Constitución Política, relativos a la adopción de
medidas de protección a favor de grupos vulnerables y personas en condición de debilidad manifiesta, y en las cláusulas constitucionales que
consagran una protección reforzada para ciertos grupos sociales, tales como las madres cabeza de familia (art. 43 CP), los niños (art. 44 CP), las
personas de la tercera edad (art. 46 CP) y las personas con discapacidad (art. 47 CP)8.

 

En  relación con la  estabilidad laboral  relativa  de que gozan los  empleados que ocupan cargos  de carrera  en provisionalidad,  la  Corte
Constitucional ha señalado algunas medidas que pueden adoptarse para garantizar los derechos fundamentales de quienes ameritan una
especial  protección constitucional por estar en condiciones de vulnerabilidad. Por ejemplo, en la sentencia de unificación SU-446 de 20119,  la
Corte Constitucional hizo un pronunciamiento en torno a la relación existente entre la provisión de cargos de carrera mediante concurso de
méritos y la protección especial de las personas que ocupan dichos cargos en provisionalidad y se encuentran en circunstancias especiales tales
como las madres y padres cabeza de familia, prepensionados o personas en situación de discapacidad.  Al respecto expresó que, pese a la
potestad de desvincular a los empleados públicos nombrados en provisionalidad en un cargo de carrera,  para no vulnerar los derechos
fundamentales de aquellas personas que están en condición de vulnerabilidad deben observarse unos requisitos propios de la estabilidad
relativa o intermedia de que son titulares, entre ellos: (i) La adopción de medidas de acción afirmativa tendientes a proteger efectivamente el
especial contexto de las personas vinculadas en provisionalidad, y ii) La motivación del acto administrativo de desvinculación.

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=111318#1.p3
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http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#13
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#43
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#44
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#47
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#47
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=69316#446


Departamento Administrativo de la Función Pública

Concepto 220361 de 2020 Departamento
Administrativo de la Función Pública

5 EVA - Gestor Normativo

De acuerdo con lo anterior, el hecho de que un empleado provisional padezca una condición especial y no supere las pruebas para proveer el
empleo que desempeña, deberá ceder la plaza a quien ocupe el primer lugar en el concurso de mérito que se adelantó para proveer el empleo
que ocupa en provisionalidad por cuanto, la Corte Constitucional refiere que tal discapacidad o condición especial no exime al empleado para
demostrar sus capacidades en igualdad de condiciones.

 

En consecuencia, se colige que, corresponde a la entidad realizar los respectivos nombramientos con las personas que ganaron el respectivo
concurso de méritos y así mismo, adelantar acciones afirmativas para que los servidores públicos con condiciones especiales, (madres, padres
cabeza de familia y en situación de discapacidad) que vayan a ser desvinculados como consecuencia de aplicación de una lista de elegibles, en
lo posible sean reubicados en otros empleos vacantes o sean los últimos en ser retirados.

 

Por su parte, en cuanto a su interrogante sobre “cuál es el procedimiento que debe seguirse para determinar la existencia de un cargo similar en
la misma entidad o en otra entidad del  sector,  interrogando adicionalmente qué debe entenderse por entidades que integran el  sector
administrativo”, es importante mencionar que la Real Academia Española sobre la definición de similar indicó: “Que tiene semejanza o analogía
con algo”.

 

También, es indispensable traer a colación el concepto con radicado 20134000078591 del 22 de mayo de 2013 sobre funciones similares, a
través del cual la Dirección de Desarrollo Organizacional de este Departamento Administrativo, indicó:

 

“En este sentido, cuando las normas hacen referencia a “funciones similares” para efectos de certificar experiencia relacionada o equivalencias
para el ejercicio de un empleo, esto indica que los temas desarrollados y la forma como se ejecutan las funciones en un cargo, tienen relación
directa con otro empleo del mismo nivel.

Ejemplo de funciones similares para un cargo del nivel asistencial:

 

Secretaria Ejecutiva – Entidad A
 

Secretaria Ejecutiva – Entidad B

1. Registrar en la agenda y coordinar de acuerdo con
instrucciones impartidas, reuniones y eventos que deba atender
el Director General, llevando la agenda correspondiente y
recordando compromisos.
 
2. Revisar clasificar y controlar documentos, datos y elementos
relacionados con los asuntos de competencia de la entidad, de
acuerdo con normas y procedimientos establecidos.
 
3. Recibir, relacionar, clasificar y archivar la correspondencia,
así como el envío y distribución de la misma de acuerdo con las
orientaciones recibidas.
 
4. Responder por la seguridad de los elementos, documentos y
registros de carácter manual, mecánico o electrónico y adoptar
medidas para la conservación y buen uso de los mismos, así
como para evitar su pérdida hurto o deterioro.
 
5. Orientar a los usuarios y suministrar información,
documentos o elementos que sean solicitados, de conformidad
con los trámites y procedimientos establecidos.
 
6. Desempeñar las demás funciones asignadas por el jefe
inmediato, de acuerdo con la naturaleza del cargo.
 

1. Llevar el control de la agenda diaria, teniendo en
cuenta las reuniones y los eventos en los que deba
participar el jefe inmediato, recordándole
oportunamente los compromisos adquiridos.
 
2. Procesar la información de acuerdo con las
necesidades de la dependencia.
 
 
3. Recibir, digitar y archivar los documentos de acuerdo
con las normas vigentes.
 
4. Distribuir los materiales, equipos y elementos
teniendo en cuenta las políticas de la Entidad.
 
5. Facilitar el servicio a los clientes internos y externos
de acuerdo a las políticas de la Entidad.
 
6. Las demás que le sean asignadas por su jefe
inmediato y que estén acordes con la naturaleza del
cargo y el área de desempeño.”
 

 

De acuerdo con lo anterior, se precisa que para determinar si un empleo tiene asignadas funciones afines, similares o complementarias a otro
empleo del mismo nivel, se hace necesario revisar la clasificación contenida en los artículos 3 y 4 del Decreto 785 de 200510, y lo referente al
manual específico de funciones y competencias laborales que tenga adoptado la entidad, respecto de cada empleo, para establecer con ello si
resultan equivalentes.

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=16127#3
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En ese sentido, un empleo tiene funciones afines o complementarias a otro empleo cuando en ambos cargos se realizan actividades similares
relacionadas con su nivel.

 

Ahora bien, sobre él, concepto “sector” a nivel nacional, hace referencia a las entidades del nivel central y descentralizado que hacen parte del
“sector administrativo” respectivo. Así mismo, frente a “sector administrativo”, la Ley 489 de 199811, señala:

 

“ARTICULO 42. SECTORES ADMINISTRATIVOS. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> El Sector Administrativo está integrado por el  Ministerio o
Departamento Administrativo, las superintendencias y demás entidades que la ley o el Gobierno Nacional definan como adscritas o vinculadas a
aquéllos según correspondiere a cada área.”

 

Al estudiar la constitucionalidad del artículo 42 de la Ley 489 de 1998, la Corte Constitucional mediante sentencia C-1437 de 2000, con ponencia
del Magistrado José Gregorio Hernández Galindo, determinó:

 

“La atribución de definir cómo está integrado un sector administrativo y de establecer la adscripción o vinculación de un organismo o entidad a
determinado ministerio o departamento administrativo es privativa del legislador. La ley no puede delegar en el Gobierno, por vía general
indefinida y permanente funciones que le son propias.
 
(…)
 
En el caso materia de estudio, la norma legal señala cómo está integrado un sector administrativo, y al hacerlo incluye el respectivo ministerio o
departamento  administrativo,  las  superintendencias  y  las  demás  entidades  que  la  ley  "o  el  Gobierno  Nacional"  definan  como  adscritas  o
vinculadas a aquellos, según correspondiere a cada área.
 
Ningún inconveniente de orden constitucional se encuentra en la conformación del sector administrativo por los ministerios, departamentos
administrativos y superintendencias, la cual surge sin dificultad de los artículos 115 y 208 del Estatuto Fundamental.
 
Tampoco se considera contrario a las disposiciones de la Carta que dentro de un mismo sector administrativo se incluyan entidades u
organismos descentralizados por servicios, que se adscriban o vinculen a los ministerios o departamentos administrativos, de acuerdo con las
actividades propias de cada área, Inclusive, según ya esta Corte lo ha manifestado, es el legislador el llamado a definir lo que se entiende por
adscripción o vinculación, sus efectos y el grado en que cada ente administrativo se relaciona con el Gobierno para los fines de su actividad.
 
(…)
 
En efecto, es de reserva de la ley la atribución contemplada en el artículo 150, numeral 7, de la Constitución Política, según el cual corresponde
al congreso determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos,
superintendencia, establecimiento público y otras entidades del orden nacional.
 
En concepto de "estructura" comprende no solamente las entidades y organismos que integran la administración nacional, sino las modalidades
de relación jurídica y administrativa entre ellas, en el interior de cada uno de los sectores en que obra la administración pública.
 
Por tanto, la atribución de señalar la estructura de la administración nacional es privativa del legislador, y también lo es por supuesto la de la
establecer cómo está compuesto cada sector administrativo y la de indicar el grado de relación, vinculación o adscripción- existente entre cierta
entidad o determinado organismo y el ministerio o departamento administrativo que encabeza el sector correspondiente.” (Subrayado fuera de
texto).
 

De acuerdo a lo  anterior  pronunciamiento,  el  Sector  Administrativo está integrado por  el  Ministerio  o  Departamento Administrativo,  las
superintendencias y demás entidades que la ley defina como adscritas o vinculadas a aquéllos según correspondiere a cada área, análisis que
también deberá ser aplicado para las entidades y organismos que integran la administración territorial.
 

Por  último,  se  reitera  que  corresponde  a  la  administración  dar  estricto  cumplimiento  a  las  disposiciones  legales  relacionadas  con  el
nombramiento y la posesión de los cargos de carrera administrativa respectivos, así como acatar las órdenes judiciales provenientes de los
jueces de la república.

 

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=186#42
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=186#42
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http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#150
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Para  mayor  información  respecto  de  las  normas  de  administración  de  los  empleados  del  sector  público;  así  como las  inhabilidades  e
incompatibilidades aplicables a los mismos, me permito indicar que en el link http://www.funcionpublica.gov.co/eva/es/gestor-normativo podrá
encontrar conceptos relacionados con el tema, que han sido emitidos por esta Dirección Jurídica.

 

El anterior concepto se emite en los términos establecidos en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo.

 

Cordialmente,

 

ARMANDO LÓPEZ CORTES

 

Director Jurídico

 

Proyectó: A. Ramos

 

Revisó: José Fernando Ceballos Arroyave

 

Aprobó: Armando López Cortes

 

11602.8.4

 

NOTAS DE PIE DE PÁGINA

 

1. Por el cual se modifica la estructura del Departamento Administrativo de la Función Pública

 

2. Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo

 

3. por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política.

 

4. Consejero Ponente: Luis Fernando Álvarez Jaramillo, Proceso No. 1001-03-06-000-2007-00092-00.

 

5. Este razonamiento se impuso por la Sala Plena de la Corporación en la providencia SU-446 de 2011 en la cual la Corte no amparó los derechos
de las personas que ocupaban cargos en provisionalidad, en situación de debilidad manifiesta y que habían sido reemplazados por empleados de
carrera en la Fiscalía de General de la Nación. Aun así, en dicha ocasión la Corporación planteó que, aunque primaban los derechos de acceder
al cargo de los empleados de carrera, la entidad tenía el deber constitucional de emplear medidas de acción afirmativa tendientes a proteger
efectivamente el especial contexto de las personas vinculadas en provisionalidad.

 

6. Sentencia T-186 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva).

 

7. En relación con este aspecto de la acción afirmativa pueden ser consultadas las sentencias SU-446 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub)

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/es/gestor-normativo
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#28
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y T-186 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva).  Este razonamiento se impuso por la Sala Plena de la Corporación en la providencia SU-446 de
2011, en la cual se planteó que, aunque primaban los derechos de acceder al cargo de los empleados de carrera, la entidad (Fiscalía General de
la Nación) tenía el deber constitucional de emplear medidas de acción afirmativa tendientes a proteger efectivamente el especial contexto de
las personas vinculadas en provisionalidad.

 

8. Al respecto, ver, entre otras la sentencia T-462 de 2011 (MP Juan Carlos Henao Pérez) y la SU-446 de 2011 (MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).

 

9. MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Jorge Iván Palacio Palacio y Humberto Antonio Sierra Porto; AV Luis
Ernesto Vargas Silva. En esta ocasión correspondió a la Corte, entre otros asuntos, resolver dos interrogantes: i) si la Fiscalía General de la
Nación vulneró los derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, a la seguridad social y al debido proceso de quienes estaban en una
situación de especial protección constitucional, al desvincularlos del cargo que ocupaban en provisionalidad, pese a su condición especial que
obligaba a que se les brindara un trato preferente, cuando era posible desvincular a otros servidores en provisionalidad no sujetos a un trato
preferente, y  ii) determinar si la entidad demandada desconoció los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso de los demás
provisionales  –no  sujetos  de  especial  protección–  al  no  señalar  de  antemano  los  criterios  de  selección  de  los  cargos  específicos  que  serían
provistos con personas que superaron el concurso.  Concluyó que “[e]n el caso de los provisionales que son sujetos de especial de (sic)
protección, si bien la Corte no concederá la tutela porque no ostentaban un derecho a permanecer en el empleo, sí se ordenará a la Fiscalía
General de la Nación que, en el evento en que a la fecha de expedición del fallo existan vacantes disponibles en cargos iguales o equivalentes a
aquellos que venían ocupando, sean vinculados en provisionalidad mientras se realiza un nuevo concurso. La desvinculación de estos servidores
sólo será posible previo acto administrativo motivado en los términos de la sentencia SU-917 de 2010”.

 

10. “por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación y de funciones y requisitos generales de los empleos de las entidades
territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley 909 de 2004.”

 

11. “por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones,
principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y
se dictan otras disposiciones”

Fecha y hora de creación: 2025-08-02 09:17:28


